
 ▷ «Tiene un hermano con problemas de adicción a sustancias, cuya pareja y madre de 
su hijo de 8 años los abandonó hace tiempo. Reside en una vivienda de sus padres que 
no tiene condiciones de habitabilidad porque entre otros problemas tiene una plaga 
de cucarachas. Expone que hace tres años denunció la situación de su sobrino ante el 
teléfono de la Junta de Andalucía y los Servicios Sociales conocen la problemática, pero 
no han ayudado ni a su hermano ni a su sobrino. En SS.CC. le dicen que no le dan una 
cita hasta el próximo mes de junio y le parece una barbaridad».

En este contexto, se hace urgente tomar medidas que contribuyan a paliar esta situación, 
implementando cambios en el acceso a las prestaciones y servicios a la ciudadanía, 
con especial atención a aquellas familias en las que convivan niñas, niños y adolescentes 
en situación de pobreza y/o exclusión social o en riesgo de estarlo. De igual modo, es ne-
cesario dotar de recursos a los Servicios Sociales, que por necesidad se han convertido 
en meros tramitadores, para que cuenten con tiempo y espacio para acompañar a estas 
familias, evaluarlas, apoyarlas y garantizar el derecho a la protección de los y las menores 
que conviven en ellas.

Es necesario dimensionar la dotación de personal de los SSCC 
para el cumplimiento de la importante labor que se les atribuye

En determinados centros de servicios sociales, sobre todo en grandes poblaciones, vie-
ne siendo habitual la sensación de presión derivada de la elevada carga de trabajo que 
soportan los equipos de menores. No parece estar bien dimensionada la dotación de 
efectivos de personal para el cumplimiento de la importante labor que corresponde 
a los servicios sociales comunitarios para atender situaciones de riesgo de menores de 
edad, lo cual, además de tener efectos en las condiciones laborales del personal, repercute 
negativamente en el servicio que les corresponde realizar, afectando por tanto a la labor 
preventiva y reparadora de tales situaciones de riesgo. 

3.2.2.5. Infancia en Situación de Riesgo
La Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de Protección Integral a la Infancia y la Adolescencia 
frente a la Violencia, regula, en su Título II, el deber de comunicación de las situaciones de 
violencia. En este sentido, se establece un deber genérico que afecta a toda la ciudadanía 
que pudiera tener conocimiento o advirtiera indicios de la existencia de una posible situación 
de violencia ejercida sobre una persona menor de edad.

Así, desde nuestra Oficina de Información y Atención a la Ciudadanía, recogemos y gestio-
namos todos los datos que nos aporta la ciudadanía comunicando la posible situación de 
riesgo de menores. En estos casos, recogemos toda la información con la que cuenten para 
poder valorar la derivación a servicios sociales con competencias para evaluar el posible 
riesgo notificado. 
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Esta colaboración por parte de la sociedad civil es una herramienta esencial para la detección 
precoz de situaciones de violencia sobre los niños y niñas, así como la correcta coordinación 
entre los organismos públicos que intervienen en la protección de menores en Andalucía.

Llegan a la OIAC denuncias sobre posibles situaciones de riesgo 
de personas menores de edad

Sobre este marco, en la OIAC atendemos consultas y llamadas de familiares, personas cer-
canas y también anónimas, en las que se denuncian posibles situaciones de riesgo de 
menores.

Así aconteció cuando recibimos en nuestra Oficina de Información y Atención a la Ciudada-
nía un contacto telefónico para denunciar la situación de riesgo en que pudiera encontrarse 
un niña, de aproximadamente 2 años de edad, residente en una localidad de la provincia 
de Almería.

La persona denunciante relata el contexto económico, social y familiar de un matrimonio 
joven, siendo ambos consumidores habituales de sustancias estupefacientes. Esta situación 
es especialmente dañina para una niña de aproximadamente 2 años de edad que convive 
con ellos. No puede afirmar que causen maltrato físico a la menor pero sí que el entorno 
en el que vive no es el adecuado, siendo frecuente escuchar continuas riñas, gritos y golpes 
en el hogar familiar.

Según comenta la persona denunciante, la situación de la menor fue denunciada por al-
gunos vecinos a los servicios sociales de la zona que llegaron a visitar a la familia donde 
tienen fijada su residencia. Refiere que los servicios sociales manifestaron que la menor no 
podía permanecer en esas condiciones, y según dijeron a los vecinos se estaba haciendo 
un seguimiento de su evolución, pero aún así -continuaba señalando- no comprende como 
todavía no se han tomado medidas, en especial para evitar que la menor conviva en un 
contexto de continuas discusiones, con gritos y golpes, ello unido a las pésimas condiciones 
de habitabilidad del lugar en que habitan, no concebido como vivienda.

En virtud de cuanto antecede, al tratarse de una denuncia realizada de forma telefónica, sin 
que hayamos podido verificar los datos de identidad de la persona denunciante quien ade-
más nos ha solicitado permanecer en el anonimato, careciendo por tanto de la indispensable 
firma de su queja/denuncia, procedimos a comunicarlo al área de Infancia y Adolescencia 
que, en nuestra condición de Defensoría de la Infancia y Adolescencia, abrió una queja de 
oficio, un expediente para interesarnos por la situación de la menor y recabar a tales efectos 
la colaboración de los servicios sociales dependientes del Ayuntamiento de Almería.

Son muchos los encuentros y reuniones con los profesionales de los servicios sociales que a 
lo largo del año 2024 hemos mantenido con ocasión de las visitas que venimos realizando 
a distintas comarcas de Andalucía. Ha sido un elemento común en las sesiones de trabajo 
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con los mencionados trabajadores las quejas sobre dificultades para el correcto desem-
peño de sus funciones, en especial, para atender a las situaciones de riesgo de la infancia 
y adolescencia.

A continuación ofrecemos un breve resumen de la problemática expuesta que tiene su 
reflejo en las consultas atendidas en la Oficina de Atención Ciudadana y en las quejas pre-
sentadas ante la Institución:

a) Aumento significativo de situaciones de menores en riesgo y lentitud del procedimiento 
de declaración de desamparo con el servicio de protección de menores.

b) Necesidad de incrementar el servicio de Puntos de Encuentro Familiar (PEF), 
equiparables a los juzgados que existan. Por ejemplo, en Vera no disponen de PEF por 
lo que las familias deben acudir al de Almería, situado a más de 100 km, habiéndose 
solicitado en muchas ocasiones la creación de nuevos recursos en esta línea.

c) Equipos de Tratamiento Familiar desbordados. En muchas ocasiones emiten informes 
recurrentes sobre los mismos casos y el riesgo que puede conllevar con los menores, 
más por el temor a las posibles consecuencias que puedan darse posteriormente 
(maltrato, agresiones, muertes, etc.) que por la modificación del problema real, por 
imposibilidad de intervenir en las causas del problema por la saturación de trabajo.

d) Inexistencia de recursos para trabajar con las familias en el ámbito de la prevención, tales 
como herramientas pedagógicas y relacionales que proporcionen al núcleo familiar. 
Retirados los menores con motivo de situación de desamparo, para dotarles de las 
habilidades necesarias que modifiquen las conductas que llevaron a la retirada de sus 
hijos/as. 

e) Ausencia de coordinación con el Servicio de Protección de Menores: ven una realidad 
diferente que la que atienden los servicios comunitarios en el propio territorio, 
cuestionando en ocasiones las medidas propuestas ante una situación de desamparo 
o desprotección detectadas, generando más trabajo para éstos o bien solo atendiendo 
a los casos más graves. Detectan patrones familiares disfuncionales heredados de 
generación en generación sin que se haya atajado el problema desde la base.

f) Preocupación por la lentitud de la administración para gestionar los procedimientos de 
absentismo. Hay una petición a Educación para desarrollar un protocolo de absentismo 
unificado, aún sin respuesta. Avisan del aumento de menores de 14 a 16 años que están 
abandonando el sistema educativo sin estar recibiendo el control obligatorio por parte 
del equipo de servicios sociales.

Por otro lado, desde la Oficina de Información se atiende a menores que se encuentran 
cumpliendo medidas judiciales en Centros de Internamiento de Menores Infractores. 
Estos suelen manifestar su malestar ante diferentes medidas o exigencias de disciplina por 
parte de los profesionales del CIMI.
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Menores internos en el CIMI contactan telefónicamente con la 
Institución para exponer sus quejas

Un caso que, gracias a la intervención y posterior investigación de la Defensoría de la Infan-
cia, llegó a una solución adecuada es la de un menor que se encontraba cumpliendo una 
medida judicial en un centro de internamiento, que nos llamó al teléfono de la Infancia y 
Adolescencia trasladándonos lo siguiente: “Hola buenas me gustaría comentar los abusos 
por parte de los educadores que trabajan en el centro de menores ……... a los menores que 
estamos cumpliendo una medida judicial, como puede ser pegarnos palazos y puñetazos 
según ellos de broma cuando tienes la suficiente confianza para hacer eso, humillarnos 
metiéndose con nosotros o con nuestra familia delante de sus compañeros y otros menores, 
fuman a escondidas de dirección y delante de nosotros, se orinan en mitad del patio del 
centro, te tiran todas las cosas del cuarto al suelo sin motivo, te ponen a hacerles café y a ir 
a por agua para ellos, te gritan, te chantajean con un palazo a cambio de no sancionarte 
cuando haces algo no correcto, cogen el teléfono en los hogares a escondidas de dirección 
delante nuestra, entre otras muchas cosas”.

Tras la posterior investigación por parte de los responsables del Centro que provocó la trami-
tación de la queja, se llegó a la conclusión que lo que contaba el menor era cierto, iniciando 
las medidas disciplinarias contra el educador.

En la atención directa a las personas menores internas en los CIMI procuramos proporcionar-
les la información que precisan, escuchamos sus inquietudes y demandas y les orientamos 
sobre sus derechos, recordándoles también la importancia de tener una actitud colabora-
dora y provechosa durante el cumplimiento de su medida, atendiendo a las indicaciones 
del equipo educativo y alejándose de conductas conflictivas que puedan ocasionarles pro-
blemas.

Í N DI C E

3. Actuaciones de la Defensoría: Quejas y Consultas

184


	3. Actuaciones de la Defensoría: Quejas y Consultas
	3.2. Consultas
	3.2.2. Temática de las consultas
	3.2.2.5. Infancia en Situación de Riesgo




